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l. INTRODUCCIÓN

CoNSUMADA ya la primera década de vida constitucional democrática en 
España, es fácilmente constatable como, en la misma, han concurrido los 
procesos que a primera vista y al menos en teoría se presentan como con­
tradictorios u opuestos. En este sentido, F. Granel! señaló qué: «el momen­
to político español viene caracterizado por dos líneas que pueden conside­
rarse antagónicas: el deseo de formar parte de una comunidad supranacional 
-basado en el convencimiento de que la dimensión estatal es demasiado
pequeña para afrontar algunos de los problemas que la sociedad española
tiene hoy día planteados- y el deseo de transformar el propio Estado uni­
tario en un Estado en que los diferentes entes autónomicos puedan llevar
a cabo una acción de gobierno a un nivel «micro» más capaz de dar cabal
respuesta a las exigencias del momento»1

• 

De esta forma, en el primer lustro constitucional se produjo un fenó­
meno de descentralización administrativa. Con la excepción de Ceuta y 
Melilla, se dibujó el mapa de la España de las Autonomías, existiendo ac­
tualmente diecisiete Comunidades Autónomas2

• la descentralización del 
gobierno democrático" supuso un acercamiento de los centros decisorios al 
ciudadano, implicando una pérdida de competencias del Gobierno central 
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en favor de los entes autónomicos, lo que ha resultado en la configuración 
del Estado de las Autonomías, una de las características más originales de­
rivada de la Constitución Española de 19783

• 

Junto a la tendencia descentralizadora, en el segundo lustro constitu­
cional se culminó un proceso de distinto signo: · la adhesión española a la 
Comunidad Europea. Tras unas largas negociaciones, España es miembro 
de una organización supranacional de integración desde el 1 de enero 
de 1986. La incorporación de España a las instancias europeas implica una 
cesión o atribución de competencias soberanas a entes supranacionales, 
que altera el reparto competencia! entre los órganos centrales del Estado 
y las distintas Comunidades Autónomas, bosquezado en la Constitución 
y desarrollado en los distintos Estatutos de Autonomía. 

Por éso, Ruiloba pudo afirmar que «la primera observación que, pri­
ma facie, parece descubrir una contradicción teóricamente insalvable entre 
la descentralización interna y la centralización supranacional europea, es 
la de cómo se puede transferir competencias a las entidades subestatales 
autonómicas, al mismo tiempo que la entrada en la Comunidad Europea 
y la dinámica evolutiva de integración de esta última, requerirá, a su vez, 
una transferencia progresiva de competencias, muchas de ellas en las mis­
mas materias, hacia los órganos comunitarios europeos»4

• 

Debe destacarse además que, si bien nuestra Constitución contiene 
disposiciones que regulan por separado ambos procesos, descentralizador 
y supranacional, no existe en la misma ninguna previsión expresa acerca 
de cómo coordinarlos entre sí. Por ello, ante esta «contradicción teórica­
mente insalvable», conviene recordar la afirmación del Tribunal Constitu­
cional, en la que se destaca que: 

«Tanto de la interpretación sistemática de la Constitución como 
de la supremacía de ésta sobre los Estatutos se deriva la necesidad 
de colaboración entre la Administración Central y las Administra­
ciones Autonómicas, colaboración que puede exigir en muchos ca­

sos, en relación, sobre todo, con nuestra incorporación a la CEE, 
formas de articulación (por ejemplo, realización por la Administra­
ción Autónomica de tareas de competencia estatal, con sumisión, 
en consecuencia, y sólo en cuanto a éllas, a instrucciones y super­

visión de la Administración Central) que sólo una interpretación 
inadecuada de los preceptos constitucionales y estatutarios puede 

obstaculizar»6
• 
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Atendiendo a este principio de colaboración, vamos a estudiar cómo 
se ha intentado articular el mismo en nuestro ordenamiento jurídico. Para 
ello, tras unas reflexiones acerca del marco constitucional en el que se in­
cardina este problema, analizaremos las distintas soluciones proyectadas 

que hasta la fecha se han presentado. A este respecto, insistiremos tanto 
en los problemas que plantea la colaboración entre el Gobierno de la Na­
ción y las Comunidades Autónomas en la fase ascendente, de normación 
o de formación del Derecho comunitario europeo, como en la posible con­
creción de este principio en la fase descendente, de ejecución o de aplica­

ción de este ordenamiento en España. Aunque este segundo «momento»
ha sido objeto de un mayor examen, tanto por parte de la doctrina6, como
del propio Tribunal Constitucional7, debemos recordar, como ya se advir­
tiera, que la limitación a la autonomía económica de las Comunidades Autó­
nomas derivada de las exigencias del Derecho Comunitario Europeo «será
mejor aceptada por éstas en la medida en que se encuentren vías de parti­

cipación de las mismas en las relaciones del Estado con las Comunidades
supranacionales europeas»8

• 

11. EL MARCO CONSTITUCIONAL ESPAÑOL

la pertenencia, como Estado miembro, a las Comunidades Europeas 
supone, como reiteradamente ha señalado el Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas, una «auténtica limitación de los derechos soberanos 

de los Estados», toda vez que los mismos realizan una cesión de competen­
cias en favor de las Comunidades Europeas9

• Para los Estados que, como 
España, se convirtieron en miembros con posterioridad a la creación de 
las mismas, «las condiciones de admisión y las adaptaciones de los trata­
dos constitutivos» de las Comunidades Europeas se contienen en las res­
pectivas Actas de adhesión10

, siendo por lo tanto, un tratado internacio­

nal el que ha realizado esta atribución de competencias soberanas. 
Aunque recientemente se ha insistido en que la transferencia de com­

petencias a las Comunidades Europeas afecta más a las de titularidad esta­
tal que a las autonómicas11

, no debe dejar de señalarse que la cesión com­
petencia! también atañe a las Comunidades Autónomas, por ejemplo en 
materias fiscal, agrícola, ·de comercio interior, de pesca, de energía e indus­

tria, de medio ambiente, de protección a los consumidores, de libertad de 
circulación de personas, de transportes, etc. 12• A ello debe añadirse que los 
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criterios de distribución competencia! entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas no coinciden con las fórmulas utilizadas para delimitar las 
competencias de las Comunidades Europeas13 , dado que las competencias 
de las CC.EE. se extienden más sobre ámbitos de ácción que sobre mate­
rias. Siendo, en definitiva, previsible que aumente el ámbito de coinciden­
cia entre las competencias de las Comunidades Europeas y las de las Co­
munidades Autónomas en el orden interno14

, «a medida que progrese la 
integración europea en el plano supranacional» 15 y aceptada por supues­
to, la posibilidad de que tanto las Comunidades Europeas como las Comu­
nidades Autónomas tienen capacidad para en el futuro aumentar sus res­
pectivas competencias. 

Dado que este vaciado de competencias de las Comunidades Autóno­
mas en favor de las CC.EE. se produce a través del Tratado de adhesión, 
podría perfectamente plantearse la posibilidad de considerar inconstitucio­
nal la celebración de tal tratado por los órganos centrales del Estado, toda 
vez que se estaría realizando una modificación de los Estatutos de Autono­
mía por un procedimiento distinto al previsto en el art. 152.2 CE 16 y 
dado que el art. 95.1 establece que: «la celebración de un Tratado Interna­
cional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la 
previa revisión constitucional». Sin embargo, debe destacarse el papel que 
a este respecto juega el art. 93 CE al disponer que: «Mediante ley orgánica 
se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una 
organización o institución internacional el ejercicio de competencias deri­
vadas de la Constitución» 17

• Ha existido unanimidad doctrinal en afir­
mar que esta previsión constitucional constituye una excepción específica 
al art. 95, que permite salvar la contradicción con el art. 152.2 CE, de for­
ma que es perfectamente constitucional, a su amparo, la cesión de compe­
tencias operada a favor de las CC.EE.16

• Máxime si se tiene en cuenta, 
como señalara Oriol Casanovas y La Rosa, que: «La expresión 'competen­
cias derivadas de la Constitución' es suficientemente amplia para compren­
der, además de las competencias propias de los órganos centrales del Esta­
do, las competencias de las Comunidades Autónomas» 19

• 

Confirmador de esta conclusión es el art. 20.3 del Estatuto de Auto­
nomía del País Vasco: «Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atri­
buciones o competencias del País Vasco si no es mediante el procedimiento 
del art. 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el art. 93 de la mis­
ma». Si bien la constitucionalidad de este precepto, por lo que se refiere 
a los tratados ordinarios, ha suscitado la polémica doctrinal2° , por lo me-



La proyectada cooperación entre el Gobierno de la Nación y las CCAA. 17 3 

nos en lo que se refiere a la atribución de transferencias a las CC.EE., no 
deja lugar a dudas sobre su corrección constitucional. Sin embargo, enten­
demos que en este punto dicha disposición resulta superflua, pues nada 
añade al art. 93 CE, y de la no inclusión de una disposición similar en los 
restantes Estatutos de Autonomía no se deriva que las demás CC.AA. pue­
dan impugnar esa cesión de competencias, toda vez que la Constitución 
permite que las mismas sean tanto de titularidad estatal como autonómica. 

Desde este punto de vista, Rodríguez-Zapata ha señalado que la función 
del art. 93 es la de realizar una revisión constitucional anticipada, eludiendo 
la aplicación de los arts. 167 y 168 CE21 • De ahí que la doctrina se haya plan­
teado cuáles son las posibles consecuencias que esa atribución de competen­
cias a las CC.EE. tiene en el ordenamiento jurídico español, en concreto, si 
altera de alguna forma el reparto competencia! entre los órganos centrales del 
Estado y las CC.AA., existiendo, al respecto, diversidad de opiniones. 

Una primera postura, defendida por autores como González Navarro 
y De Miguel Zaragoza22

, consiste en afirmar que, en palabras del prime­
ro, «a consecuencia de un tratado internacional -el de adhesión- en el 
que las Comunidades Autónomas no han tenido intervención, el reparto 
de competencias establecido con apoyo en la Constitución y en los Estatu­
tos de Autonomía queda alterado». Produciéndose, según De Miguel Zara­
goza «una estatalización de las competencias residuales, por retrocesión en 
bloque de la materia en cuestión al Estado como cauce previo para la trans­
ferencia por éste de facultades determinadas a las Comunidades Euro­
peas». Esta tesis, que dejaría sin ninguna competencia a las CC.AA., tanto 
en la fase de elaboración como de ejecución del Derecho Comunitario, la 
fundamentan en una radical distinción, no del todo justificada en nuestro 
ordenamiento jurídico, entre Derecho supranacional y Derecho Internacio­
nal, de modo que a lo sumo las CC.AA. sólo podrían participar en éste 
último23

• Esta posición fue criticada con razón por O. Casanovas y la 
Rosa, dado que la misma «produciría un espectacular efecto de boomerang 
por el que los órganos centrales podrían recuperar los mismos poderes que 
tenían antes de la Constitución, con el consiguiente despojo de las Comu­
nidades Autónomas, que verían escamoteadas las competencias que les ha­
bían atribuido la Constitución y los Estatutos de Autonomía»24

, dudán­
dose incluso, de la constitucionalidad de tal solución25

• Alegándose 
además en su contra que «la transferencia de competencias en esta materia 
se opera directamente desde el Estado y desde las CC.AA a las CC.EE., 
y no desde las CC.AA. al Estado»26• 
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Una postura radicalmente opuesta a la anterior es la de quienes27

consideran que la transferencia de competencias a las CC.EE. no altera en 
absoluto el equilibrio de poderes entre los órganos centrales del Estado y 
las CC.AA. Normalmente se aduce como fundamento de tal afirmación 
el principio de la autonomía institucional interna, recogido fundamental­
mente en la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro­
peas en el asunto International Fruit Company2ª. Sin embargo, encua­
drando únicamente esta jurisprudencia en la fase de ejecución de la 
normativa europea, debe traerse a colación el inciso final del art. 93 CE., 
toda vez que, aunque corresponda a las CC.AA. su aplicación sí se trata 
de una materia de su competencia exclusiva, ello no impedirá la interven­
ción de los órganos centrales del Estado para garantizar su cumplimiento 
en los casos de rebeldía, retraso o inobservancia por parte de las CC.AA. 
Pero esta inalterabilidad del reparto constitucional de competencias es to­
davía mucho más difícil de mantener en la fase ascendente de creación del 
Derecho Comunitario. Aún suponiendo la más amplia participación de to­
das las CC.AA. en la formación de la voluntad negociadora del Estado es­
pañol, es obvio que no en todos los casos la misma va a resultar de la mera 
adición de los intereses de las CC.AA., dada también la existencia de los 
intereses generales del Estado. Además, del juego de los arts. 149.1.3 y 
97 CE. y de lo dispuesto en los propios tratados constitutivos de las 
CC.EE., resulta obvio que los que negociarán la postura española en las
instituciones europeas serán los representantes de los órganos centrales del
Estado, no los de las CC.AA.

De ahí que consideremos que la única solución aceptable sea la defen­
dida por una parte de la doctrina29, en el sentido de que la concurrencia 
de la competencia exclusiva del Estado en materia de relaciones internacio­
nales, con las competencias exclusivas de las CC.AA. deba traducirse, por 
influencia del Derecho Comunitario europeo, en una transformación de las 
respectivas competencias exclusivas en competencias compartidas. De for­
ma que la exclusividad se pierda por un derecho de coparticipación tanto 
de los órganos centrales del Estado como de las CC.AA. en la elaboración 
y aplicación de la normativa europea. Sólo aceptándose esta mutación se 
puede dar juego al deber de colaboración entre la administración central 
y autonómica, del que continuamente habla nuestro Tribunal Constitucio­
nal. En este sentido, debe destacarse finalmente que, recogiendo la insisten­
cia doctrinal3°, nuestro alto Tribunal ha comenzado ya ha realizar una in­
terpretación más restrictiva de la atribución en exclusiva al Estado de la 
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competencia en materia de relaciones internacionales (art. 149.1.3 CE.), al 
señalar que ésta es una cuestión que «no hace referencia al papel que co­
rresponde a las Comunidades Autónomas en general, y a la de Galicia en 
particular, en los procedimientos internos de elaboración y ejecución de» 
las normas internacionales31

• 

III. Los PROYECTOS DE CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA NACIÓN y LAS

COMUNIDADES AUTÓNOMAS SOBRE COOPERACIÓN EN LOS ASUNTOS RELA­

CIONADOS CON LAS COMUNIDADES EUROPEAS

Una vez producida la adhesión de España a las CC.EE. , y dadas las 
especiales características de aplicabilidad directa y de primada sobre las 
disposiciones internas del Derecho comunitario europeo32

, no parece en 
absoluto conveniente que se perpetúe el modelo de participación de las 
CC.AA. que se siguió en la fase de las negociaciones de adhesión, toda
vez que, al no estar institucionalizado el diálogo entre el Gobierno Central
y las CC.AA. , su iniciativa quedó a la libre discreción de la Secretaría de
Estado para las Relaciones con las Comunidades Europeas, y teniendo en
cuenta además que la colaboración entre estas administraciones se estruc­
turó mayoritariamente en torno al diálogo bilateral Estado-CC.AA. intere­
sada, siendo bastante escasa la participación colectiva de las CC.AA.33 • 

Por ello, y dado que ya en el debate parlamentario de la Ley Orgánica 
de Autorización de la Adhesión se hicieron patentes las dificultades que 
planteaba el hecho de las distintas competencias previstas en los Estatutos 
de cada CC.AA. en relación con el Derecho comunitario34

, el Ministerio 
de Administración Territorial presentó, en diciembre de 1985, un «Proyecto 
de Convenio entre el Gobierno de la Nación y las Comunidades Autóno­
mas sobre cooperación en los asuntos relacionados con las Comunidades 
Europeas»35

• Este proyecto de diciembre se sometió al estudio de las 
CC.AA. ,  quienes formularon las correspondientes observaciones, debién­
dose destacar que, en el caso de la Generalidad de Cataluña, las mismas
revistieron la forma de un proyecto articulado, titulado «Proyecto de Con­
venio entre el Gobierno del Estado y las Comunidades Autónomas sobre
intervención española en la actividad normativa de la Comunidad Euro­
pea». El proyecto catalán, a diferencia del de diciembre de 1985, contem­
plaba únicamente la participación de las CC.AA. en la fase ascendente de
formación del Derecho comunitario europeo, caracterizándose por el he-
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cho de ser, como en seguida veremos, discriminatorio entre las distintas 
CC.AA., y mucho más radical en cuanto a su grado de intervención. 

Recogiendo las observaciones formuladas por las CC.AA., y tras su 
estudio por los Ministerios competentes, el Gobierno. elaboró, en abril 
de 1986, un «Nuevo texto de Proyecto de Convenio entre el Gobierno de 
la Nación y las Comunidades Autónomas sobre Cooperaciión en los Asun­
tos relacionados con las Comunidades Europeas36

• El nuevo proyecto re­
visado fue de nuevo objeto de estudio por parte de las CC.AA. y del Go­
bierno, y surtió un efecto inmediato: el de paralizar la tramitación de la 
proposición no de ley «relativa a procesos y decisiones que afectan a la es­
tructura del Estado de las Autonomías por el ingreso de España en la 
e.E.E.», presentada por la Agrupación de Izquierda Unida-Esquerra Cata­
lana en la Comisión de Régimen de las Administraciones Públicas del
Congreso37

• Sin embargo, y pese a que el Sr. Almunia Amann, Ministro
para las Administraciones Públicas, anunciara, el 3 de febrero de 1987, que
el Gobierno estaba preparando una nueva versión del Convenio, que reco­
gía, además de las observaciones de las CC.AA., «la experiencia de doce
meses de participación activa de unos y de otros en la vida de las Comuni­
dades Europeas»38

, el proyecto de abril de 1986 ha entrado en un «estado
de letargo», que dura ya casi cuatro años y que ha provocado la insistencia
de la doctrina, en palabras de Pueyo Losa, «en la imperiosa necesidad de
arbitrar, a través de la vía convencional o de la técnica legislativa, procedi­
mientos de colaboración permanente entre el Gobierno de la Nación y las
Comunidades Autónomas para asuntos relacionados con las Comunidades
Europeas»39

• 

Finalmente, y antes de centrarnos en el análisis de las propuestas 
concretas de colaboración presentadas hasta la fecha, debemos mencionar 
el dato de que las CC.AA., sin esperar a su concreción, han continuado 
con el proceso de dotación orgánica, iniciado ya durante la etapa de las 
negociaciones de adhesión de España a las CC.EE. Estos órganos auto­
nómicos, si bien en un principio tenían como función únicamente el se­
guimiento de las negociaciones de adhesión, han ido asumiendo progresi­
vamente nuevos objetivos, de tal forma que, en el caso de que llegue 
a producirse, pueden ser un instrumento muy valioso para articular la 
colaboración de las CC.AA. con el Gobierno de la Nación en asuntos 
europeos40

• 
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III.1. La cooperación prevista en la fase ascendente

El proyecto de convenio de abril de 1986, el más desarrollado de los di­
versos textos presentados, consiste en un compromiso de colaboración entre 
el Gobierno Central y las CC.AA., de cara al cumplimiento del Derecho co­
munitario europeo. Este copromiso tendría una vigencia de cinco años, con 
prorrogación tácita por iguales períodos de tiempo, salvo petición de revisión 
total o parcial por el Gobierno de la Nación o por cualquier CC.AA. 41

, y si­
gue claramente el modelo alemán de participación de los entes regionales42

, 

del que se ha dicho que es prácticamente insuperable43
• En este sentido, el 

proyecto parte de una declaración política de intenciones, que es la versión 
española del principio de lealtad federal o Bundestrue alemana, toda vez que 
se reconoce explícitamente que las obligaciones derivadas de la integración 
española en las CC.EE. tienen un carácter «superior y prevalente», por lo que 
el Gobierno Central y las CC.AA., «en un espíritu de colaboración recípro­
ca», con estricto respeto «de la ordenación material de competencias estable­
cida por el bloque de constitucionalidad y con el valor y alcance recogido en 
el mismo», se comprometen a prestarse «la colaboración y el apoyo precisos 
para el adecuado cumplimiento de sus obligaciones respectivas». 

En cuanto a sus fundamentos jurídicos, Pendás García ha señalado 
que: «el proyecto parte del reconocimiento por el Estado de que no existe 
monopolio por su parte para las relaciones con la C.E.E.; en términos tex­
tuales: el Estado «no está legitimado para interpretar unilateralmente el 
interés de España» ... Es decir que, y ello no deja de ser trascendente, el 
Estado renuncia a la posible interpretación del título competencia! de ca­
rácter exclusivo que le confiere, en materia de relaciones internacionales, 
el artículo 149.1.3 de la Constitución, como un título horizontal, a cuyo 
amparo podría retener todas las competencias posibles sobre la 
cuestión44

• Como consecuencia lógica, el Gobierno asumía la obligación 
de facilitar «la participación de las Comunidades Autónomas en el proceso 
de formación de la voluntad de España como Estado miembro de las Co­
munidades Europeas45

• 

a) La formación de la v'?luntad negociadora española

Probablemente sea este el tema en el que más variaciones se han regis­
trado entre las distintas propuestas presentadas. A este respecto, el proyecto 
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de convenio de diciembre de 1985 presenta, como rasgos llamativos, una 
inversión de la secuencia lógico-temporal, que se repetiría posteriormente, 
toda vez que anteponía el «desarrollo y ejecución del ordenamiento comu­
nitario» a la «participación de las Comunidades Autónomas en la forma­
ción de la voluntad estatal», así como el.hecho de referir el principio de 
lealtad constitucional únicamente a esta fase ascendente. 

En cuanto a la formación de la voluntad negociadora española, se pre­
veía un proceso en el que destacaba el gran protagonismo que asumía el 
Ministerio de Administración Territorial, toda vez que emergía, con gran­
des poderes discrecionales, como el único medio de enlace entre el Gobier­
no y las distintas Comunidades Autónomas en este pretendido diálogo ins­
titucional. Así, dicho Ministerio asumía la obligación de remitir a las 
CC.AA. la documentación europea que, por su contenido, fuera suscepti­
ble de afectar a competencias autonómicas (cláusula 11). No obstante, la
concreción de cuáles eran las CC.AA. afectadas, así como el volumen de
la información y el momento en el que se debería remitir la misma, son
cuestiones que, por no reguladas, quedaban al arbitrio del Ministerio y no
de las CC.AA.

A través del Ministerio, las CC.AA. podían, aunque no necesariamen­
te, formular las oportunas observaciones a la documentación recibida. Es­
tas, «siempre que no resulten incompatibles con los intereses generales del 
Estado ni con los comunitarios europeos» (cláusula 10), podrían, aunque 
no obligatoriamente, ser asumidas por el Gobierno de la Nación ante las 
instancias europeas. 

Quedaba finalmente en manos del Ministerio de Administración Te­
rritorial el arbitrar en cada caso los mecanismos concretos de tal colabora­
ción, pues no estando institucionalizada, cuando las respectivas posiciones 
lo hicieran aconsejable, podía convocar comisiones mixtas, reuniones con 
las CC.AA. afectadas, conferencias sectoriales, etc. (cláusulas 12 y 13). 

Entre las diversas observaciones que las CC.AA. formularon a este 
proyecto de convenio46

, destacan, por el hecho de ser la única que se pre­
sentó en forma articulada, las realizadas por la CC.AA. catalana. la con­
trapropuesta catalana se ciñe exclusivamente a los procedimientos de inter­
vención de las CC.AA. en la actividad nomogenética europea, pese a que 
en su preámbulo se menciona igualmente a la colaboración en la fase de 
aplicación. 

En cuanto a la participación autonómica, la misma se limitaba a los 
supuestos de actividad normativa europea en materias de la exclusiva com-
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petencia de las CC.AA. (art. 1), lo que elimina de entrada la posibilidad 
de participación autonómica en los casos de competencias compartidas, 

planteando además nuevos problemas, al no existir coincidencia en las ma­
terias en las que todas las CC.AA. tienen competencias exclusivas. 

Delimitado de esta forma su ámbito de aplicación, debe señalarse que 
la propuesta catalana creaba un órgano permanente para la formación de 
la voluntad negociadora española: la Delegación de las CC.AA. para asun­
tos europeos (art. 4). Es precisamente en la regulación de este órgano en 

donde se encuentran las notas de insolidaridad y radicalidad de esta pro­
puesta. El carácter insolidario y discriminatorio deriva del intento de resu­
citar privilegios a favor de «las Comunidades históricas de Cataluña, País 
Vasco y Galicia», en la composición del órgano que debería fijar la postura 
de las CC.AA., la Delegación de las Comunidades Autónomas para asun­
tos europeos, toda vez que de los seis miembros de la misma, la mitad se­
rían necesariamente representantes de estas tres comunidades. Dado ade­
más la exigencia de la unanimidad de los seis miembros para cualquier 
actuación o toma de posición, estas tres CC.AA. tendrían, además de un 
asiento permanente, un derecho de veto en todos los casos. El radicalismo 
se deduce de que en todas las materias «que afecten al ámbito competen­
cia! de las CC.AA.», serían éstas, sin la participación de los órganos centra­
les del Estado, las que formarían la voluntad oficial del Estado español, 
siendo sus propuestas vinculantes para el Gobierno de la Nación, quien 
«se compromete a no dictar instrucciones a los representantes españoles 
que sean contrarias a las opiniones y propuestas vinculantes formuladas 
por las Comunidades Autónomas» (art. 3), con lo que desaparecerían los 
dos límites previstos en el proyecto de diciembre de 1985 (los intereses gene­
rales del Estado y los comunitarios europeos). 

En el nuevo proyecto de convenio de abril de 1986, el más perfeccio­
nado de los hasta ahora presentados, el principio de colaboración institu­
cional en asuntos europeos se concretaba en que, cuando las CC.EE. co­
miencen a regular una materia «que sea susceptible de afectar» a las 
competencias de las CC.AA., la formación de la voluntad española va a 
resultar necesariamente de un proceso bifásico, en el que primeramente las 
CC.AA. deberán coordinarse para fijar una posición unitaria, para poste­
riormente, colaborando con el Gobierno de la Nación, proceder a determi­
nar la posición española· en el seno de las CC.EE.

A tal fin, el proyecto preveía la creación de un organismo de coordina­
ción de las Comunidades Autónomas con el Estado para asuntos relaciona-
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dos con las Comunidades Europeas (cláusulas 5.1), con la función de «ser­
vir como foro de diálogo que permita la aproximación de criterios y la for­
mulación de posturas unitarias47 de las Comunidades Autónomas en ma­
terias relativas a las Comunidades Europeas para su consideración y 
eventual incorporación por el Gobierno de la ·Nación a la formación de 
la voluntad estatal ante las instancias comunitarias» (cláusula 6,c). 

Este organismo de coordinación está apenas esbozado en el proyecto, 
el cual se limita a señalar que su sede estará en Madrid, que en él se inte­
grarán todas las CC.AA. en pie de igualdad, mejorando la propuesta cata­
lana en este sentido, y que su financiación correrá a cargo de las CC.AA. 
Se deja a la autonomía de la voluntad de las mismas la determinación de 
su denominación, presidencia, régimen interno y la fijación de las cuotas 
de financiación de este organismo. De tal forma que uno de los temas más 
importantes, como es el procedimiento de adopción de decisiones, queda 
sin regular. Aunque se ha propuesto que debería seguirse el principio del 
consenso para la consecución de la postura unitaria de las CC.AA.48

, nos 
parece que no siempre el mismo va a ser posible, dados los distintos intere­
ses económicos de las 17 CC.AA. existentes, así como las premuras tempo­
rales impuestas por el procedimiento normativo europeo, por lo que quizás 
debiera establecerse el recurso a la votación como método subsidiario, si 

no se quiere admitir la hipótesis de que este organismo refleje opiniones 
contradictorias y que sea el Gobierno Central, interpretando los intereses 
generales del Estado, quien decida cuál de las mismas se incorporaría a la 
posición nacional en las CC.EE. 

Para que este organismo pueda realizar sus funciones, se ha previsto 
la obligación del Gobierno de proporcionar a las CC.AA. «la documenta­
ción e información relativa a las Comunidades Europeas que sea suscepti­

ble de afectar a sus competencias» (cláusula 4-2). Obligación que se com­
plementa con dos garantías: la facultad del organismo de coordinación de 
recabar de la Administración del Estado dicha información49

, que enten­

demos con carácter adicional a la proporcionada por el Gobierno y sin que 
pueda servir de justificación del incumplimiento de su obligación; así 
como que dicha información pueda provenir de otras fuentes, en concreto, 

del Observador y del Observador Adjunto de las CC.AA.60
• 

Una vez formada la posición unitaria de las CC.AA., la cólaboración 
que el proyecto preveía para la definición de la voluntad del Estado consiste 
en que «las Comunidades Autónomas trasladarán al Gobierno sus criterios 
y posiciones para su debida consideración en la formación de la voluntad 
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del Estado español ante las Comunidades Europeas. El Gobierno incorpo­
rará esos criterios en la medida de lo posible a la posición española, siempre 
y cuando sean compatibles con los intereses generales del Estado y con 
el proceso de integración europea»61

• Sin embargo, así considerado, esta 
colaboración no otorga a las CC.AA. una participación mayor en la forma­
ción de la voluntad del Estado español de la que ya pudieran disponer a 
través del derecho estatutario de información o del deber general de coope­
ración del que habla el Tribunal Constitucional. Es más, parece estar dise­
ñado para eliminar complicaciones al Gobierno Central en su cumplimien­
to de la obligación de informar a las CC.AA., dado que le simplifica 
trámites al tener que informar únicamente al organismo coordinador y re­
cibir de él una posición unitaria, en lugar de tener que comunicarse con 
cada una de las 17 CC.AA. 

Frente a esta conclusión, si partimos de que, por la influencia del De­
recho comunitario europeo, tanto la exclusividad del Estado sobre las rela­
ciones internacionales, como la de las CC.AA. sobre sus competencias, se 
pierde por un derecho de coparticipación de ambas instancias en la elabo­
ración de la normativa europea52, entonces parece más bien que «no se 
trata de que la colaboración entre ambas instancias de poder se traduzca 
en el compromiso -tan elástico y vulnerable- del Gobierno de la Nación 
de incorporar en la medida de lo posible los criterios de las CC.AA. siem­
pre y cuando sean compatibles con los intereses generales del Estado y con 
el proceso de integración europea, sino que, por el contrario, es precisamen­
te la operación de determinar los intereses generales del Estado y, por lo 
tanto, la medida en que las posiciones autonómicas hayan de integrarse en 
la posición estatal la que debe ser modulada por el principio de colabora­
ción, y de tal manera que la planificación de la voluntad del Estado, desde 
el máximo respeto al sistema de distribución de competencias, sea el resul­
tado de una técnica de cooperación por la cual se produzca la participación 
de ambas partes en un único proceso de decisión»53

• Además, las exigen­
cias del proceso de integración europea, si bien debe ser una premisa que 
tanto las CC.AA. como el Gobierno Central deban tener en cuenta al fijar 
la posición unitaria autonómica o la posición española, no es aconsejable 
que se configure apriorísticamente como un límite distinto a los intereses 
generales del Estado, que ya en el momento inicial de la formación de la 
voluntad de España pueda justificar sin más .el abandono de la posición 
unitaria de las CC.AA. Máxime cuando ese proceso de integración se al­
canza mediante la adopción de concretos actos normativos por parte de 
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las instituciones europeas, y es precisamente en su negociación cuando 
aparecerán las posibles exigencias integradoras, y para ello, junto con la 
necesidad de alcanzar un acuerdo con las demás representaciones perma­
nentes, se predica la necesidad de un margen de flexibilidad en la posición 
nacional54. Pero es en ese momento, y no iniciálmente, cuando las exigen­
cias de la integración europea deben tenerse en cuenta. 

Conviene señalar finalmente que este procedimiento bifásico de cola­
boración articulado en torno al organismo de coordinación de las CC.AA. 
con el Estado para asuntos relacionados con las CC.EE., parece definitiva­
mente abandonado por parte del Gobierno de la Nación. En la compare­
cencia del Ministro para las Administraciones Públicas, Sr. Almunia 
Amann, ante la Comisión Mixta para las Comunidades Europeas el 3 de 
febrero de 1987, en la que anunció los principios inspiradores de un nuevo 
proyecto de convenio que jamás se llegó a presentar, «el núcleo central del 
funcionamiento que queremos ver recogido en este proyecto de convenio» 
consiste en una revitalización de las conferencias sectoriales del Ministro 
y Consejeros autonómicos correspondientes55

• 

b) !..a negociación de la postura española

Cabe pensar que, así como se considera a las CC.AA. para la forma­
ción de la voluntad negociadora española en asuntos comunitarios euro­
peos, igualmente las CC.AA. podrían desempeñar algún protagonismo en 
la negociación de dicha voluntad nacional ante las instancias europeas. En 
este tema, aunque se ha alcanzado un grado de consenso mayor que en 
el anterior, la evolución ha sido incluso mucho más grande. 

El proyecto de diciembre de 1985 partió de unos presupuestos maxi­
malistas, al afirmar el pleno monopolio del Gobierno de la Nación tanto 
sobre la representación del Estado español ante las CC.EE., como sobre 
la comunicación con las instituciones comunitarias (cláusula 9). El control 
que por parte del Gobierno se perseguía sobre la acción exterior del Estado 
era tan absoluto, que a pregunta de la portavoz del Grupo de Minoría Ca­
talana, Sra. Cuenca i Va/ero, acerca de la posible presencia de las CC.AA. 

en la negociación en Bruselas, el Sr. Almunia Amann, Ministro de Admi­
nistraciones Públicas, le respondió lo siguiente: 
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«No estoy de acuerdo, porque no está de acuerdo la Comunidad 
Europea, ni lo permite el modo en que ésta funciona, en que las Co­
munidades Autónomas estén sentadas a nivel superior comunitario 
discutiendo en el Consejo de Ministros de Agricultura, de Pesca o 
de Finanzas, los temas en los cuales ellas han asumido competencias. 
Eso ni está previsto en los ordenamientos, donde la acción exterior 
es competencia exclusiva del Estado, ni está previsto en las Comuni­
dades Autónomas, donde no hay un sólo precedente en que se admita 
que una región europea -terminología comunitaria- vaya directa­
mente a discutir o negociar los temas en los cuales tiene competencia 
propia. Siempre utilizan el servicio exterior de su Estado correspon­
diente, como parece lógico»56

• 

Este exclusivismo se quebró totalmente en la contrapropuesta catala­
na, en la que el Delegado y el Delegado Adjunto de las CC.AA. necesaria­
mente formaban parte, con estatuto diplomático, de la representación es­
pañola en Bruselas, asistiendo a las reuniones de todo organismo dependiente 
del Consejo de Ministros de la Comunidad (arts. 5 y 6). Participación auto­
nómica igualmente impregnada de un cierto radicalismo, derivada del he­
cho de que el Gobierno de la Nación esté obligado a nombrar al Delegado 
de las Comunidades Autónomas y al Delegado adjunto «respectivamente 
Representante adjunto y Agregado a la Representación de España ante las 
Comunidades Europeas» (art. 5), debiéndose tener en cuenta57 que el Re­
presentante Adjunto de las Representaciones Permanentes de los Estados 
miembros es automáticamente el Representante del Estado en el CoRE­
PER 11, nivel adjuntos, responsables de la negociación y acuerdo, antes de 
llegar al Consejo, de un volumen importante de decisiones comunitarias. 

En estas circunstancias, el proyecto de abril de 1986 no se limitó a 
establecer la participación de las CC.AA. en el procedimiento interno de 
la formación de la voluntad del Estado español en asuntos comunitarios 
europeos, sino que, inspirándose en el modelo alemán, el Gobierno Cen­
tral finalmente había previsto la creación de un Observador y de un Obser­
vador adjunto de las Comunidades Autónomas en la Representación Per­
manente de España ante las Comunidades Europeas58

• 

Aunque está previsto que tanto el Observador como el Observador 
adjunto serían nombrado.s por el Ministro de Asuntos Exteriores a pro­
puesta del organismo de coordinación de las CC.AA. en asuntos relaciona­
dos con las CC.EE. por un período de dos años (cláusula 7-1 y 5), no es 
menos cierto que ésta es una cuestión no zanjada59

• Una vez nombrados, 
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formarían parte de la Representación Permanente de España ante las 
CC.EE., con status diplomático y con el rango de Consejero y Agregado
respectivamente. Aunque se establecía su dependencia respecto del Emba­
jador Representante Permanente de España, su firianciación correría a car­
go de las CC.AA. (cláusula 7-1 y 2).

Al Observador y al Observador adjunto de las CC.AA. se les asignaba 
una doble función: por un lado, como hemos visto, «remitir informes y do­
cumentación relacionadas con sus actividades al organismo coordinador 
de las Comunidades Autónomas» (cláusula 7-3)60

, y por otro, y más im­
portante, se les permitía participar, como miembros de la delegación nacio­
nal, en el procedimiento decisorio de las CC.EE., toda vez que la posición 
negociadora española no se fija de un modo inalterable de una sola vez, 
sino que ya hemos indicado que debe ser lo suficientemente flexible para 
acoplarse a los vaivenes de la negociación comunitaria europea, y es preci­
samente en la concreción de esas adaptaciones en las que los observadores 
autonómicos deberán intervenir junto con los representantes de la Admi­
nistración Central. 

En este sentido, el Proyecto disponía que: «El Observador y el Observa­
dor adjunto de las Comunidades Autónomas podrán asistir, siempre en cali­
dad de miembros de las correspondientes delegaciones españolas, a las reu­
niones de trabajo de los comités y grupos constituidos en el seno del Consejo 
de Ministros y de la Comisión de las Comunidades Europeas, previa autori­
zación del Embajador Representante Permanente» (cláusula 7-4). 

Perfilando el alcance de esta participación, es cierto, como indicó 
Mangas Martín, que en vez de la necesaria autorización previa del Emba­
jador Representante Permanente, hubiera sido preferible la utilización de 
otras fórmulas más flexibles, como el «previo conocimiento»61

• Por otra 
parte, esa posible participación se limita en el proyecto a «los comités y 
grupos constituídos en el seno del Consejo de Ministros y de la Comisión 
de las Comunidades Europeas», siendo criticable que la misma no alcance 
a las sesiones del pleno del Consejo de Ministros y del CoREPER62

, así 
como tampoco a aquellos otros órganos comunitarios que contribuyen a 
la formación de la voluntad europea y en los que las Administraciones na­
cionales tienen la posibilidad de expresar su opinión63

• Delimitados de 
esta forma los organismos europeos en que participarían los representantes 
autonómicos, se debe precisar que su presencia no sería meramente pasiva, 
sino que podrían intervenir en las negociaciones formulando sus puntos 
de vista, contribuyendo a perfilar la posición española y ayudando, en defi-
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nitiva, al desarrollo de las negociaciones. Participación que, por «los princi­
pios de unidad de acción, jerarquización funcional y unidad de gestión ad­
ministrativa» entre los miembros de la Representación Permanente 
española64

, contaría con el límite lógico de que «en ningún caso podrán 
formular puntos de vista distintos de los que adopte la delegación española 
de la que forman parte»65

• 

Para concluir con esta cuestión, debemos señalar que entre los princi­
pios inspiradores del tercer proyecto de convenio que se hicieron públicos 
el 3 de febrero de 1987, se mantiene la figura del observador de las CC.AA. 
No obstante, de la escueta información que se proporcionó se desprende 
una alteración substancial respecto del proyecto de abril de 1986. Por un 
lado, será un órgano unipersonal, lo que no obstaculizará el que cuente 
con un equipo de colaboradores. Por otro lado, y más importante, sus fun­
ciones siguen siendo dobles, pues además de canalizar la información, po­
drá «hablar, sintetizando la voz de las Comunidades Autónomas, ante 
nuestros representantes permanentes>> 66, lo que indudablemente supone 
una limitación importante respecto del proyecto anterior. No es lo mismo, 
ni puede serlo, el hecho de hablar ante los representantes permanentes es­
pañoles que integrarse en dicha representación permanente para negociar 
con los homólogos de los demás Estados miembros. Esto último, en defini­
tiva, es participar en unas negociaciones internacionales y no contribuir 
in extremis a la formación de la voluntad negociadora española que, al pa­
recer, es el contenido de la última propuesta. 

111. 2. La cooperación prevista en la fase descendente

En los años inmediatamente anteriores y posteriores a la adhesión de
España a las CC.EE. latió una especial preocupación, no exenta de temo­
res, en gran parte infundados, de que la nueva situación europea de España 
se tradujera en una merma de las competencias autonómicas, sobre todo 
respecto de las CC.AA. que no disfrutan de previsiones estatutarias para 
la ejecución del Derecho derivado de una organización internacional, de 
un lado, y, de otro, en la espectativa de que la inobservancia, rebeldía o 
retraso por parte de una CC.AA. al ejecutar la normativa europea desenca­
denara la responsabilidad. internacional del Estado español67 • 

Estos temores en ·gran parte han desaparecido, a medida que se han 
ido conociendo mejor los problemas prácticos que plantea la ejecución del 
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Derecho comunitario europeo. No obstante, para una mejor comprensión de 
los mismos, es conveniente que analicemos primero las consecuencias que el 
principio de la autonomía institucional interna tiene en este tema, para, pos­
teriormente, examinar las garantías que nuestro ordenamiento jurídico ofre­
ce en cuanto a los medios de que dispone el Estado para evitar que una ac­
tuación autonómica determine su responsabilidad internacional. 

a) Autonomía institucional interna y Estado de las Autonomías

Es de sobra conocido que el Derecho Internacional, al respetar la con­
dición soberana de los Estados, protege su libertad para concretar su mode­
lo político (Estado unitario o federal), así como el sistema interno de orga­
nización territorial que estimen conveniente, estando ambos elementos 
respaldados por el principio de no intervención en los asuntos que son de 
la jurisdicción interna de los Estados. 

Este derecho de autoorganización y de reparto de competencias ha te­
nido una adecuada concreción en las CC.EE., que, obviamente, no están 
exentas de cumplir el Derecho Internacional. Por ello, a la hora de aplicar 
el Derecho comunitario europeo por los Estados miembros, el Tribunal de 
Justicia de las CC.EE. trajo a colación el principio de la autonomía institu­
cional interna, al afirmar lo siguiente: 

«Si, en virtud del artículo 5 del Tratado, los Estados miembros 
están obligados a adoptar todas las medidas generales o particulares 
necesarias para garantizar la ejecución de las obligaciones derivadas 
del Ilatado, a ellos corresponde la determinación de las instituciones 
que, en el orden interno, serán competentes para adoptar tales medi­
das( ... ) Cuando las disposiciones del tratado o de los reglamentos re­
conozcan poderes a los Estados miembros o les impongan obligacio­
nes destinadas a la aplicación del Derecho Comunitario, la cuestión 
de saber de qué forma el ejercicio de estos poderes y la ejecución de 
estas obligaciones pueden ser confiados por los Estados a unos órga­
nos internos determinados, depende únicamente del sistema constitu­
cional de cada Estado»68 • 

Sin embargo, con el reenvío a los sistemas constitucionales de cada 
Estado, no se soluciona en el caso español, por falta de disposición consti­
tucional expresa, la determinación de a qué administración, si central o 
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autonómicas, corresponde la aplicación del Derecho comunitario europeo. 
La atribución en exclusividad a los órganos centrales del Estado de las rela­
ciones internacionales (art. 149.1.3. CE.), junto a una quizás intencionada 
confusión de la garantía del cumplimiento con el cumplimiento mismo 
(art. 93 in fine CE.), podrían provocar el tan criticado «efecto contaminan­
te»69 de las relaciones internacionales, provocando el consiguiente vacia­
do de las competencias autonómicas. Esta cuestión se complica aún más 
por la notable diversidad de trato que los distintos Estatutos de Autonomía 
dan al problema examinado. Como ha puesto de relieve la profesora 
A. Mangas Martín, siete Estatutos de Autonomía atribuyen a las CC.AA.
respectivas competencias plenas de ejecución de los tratados internaciona­
les (País Vasco, Cataluña, Andalucía, Aragón, Castilla-La Mancha, Cana­
rias y Madrid). Existen otras seis CC.AA. cuyos Estatutos de Autonomía
les atribuyen competencias limitadas de ejecución de los tratados, subordi­
nadas normalmente a la legislación y reglamentación del Estado (Asturias,
Navarra, Extremadura, Baleares, Castilla-León y Murcia). Cuatro CC.AA.
no contienen ninguna disposición estatutaria expresa en esta materia (Ga­
licia, Cantabria, La Rioja y Valencia), complicándose aún más el problema
porque los Estatutos de dos de las CC.AA. citadas expresamente contem­
plan la competencia para la ejecución de las resoluciones de las organiza­
ciones internacionales (Aragón y Murcia)7°.

Esta diversidad normativa provocó una gran dispersión de las opinio­
nes doctrinales acerca de quien sería el encargado de aplicar en España 
la normativa europea. Una primera tesis, defendida con un carácter muy 
minoritario, propugnó que, como consecuencia de la atribución de compe­
tencias soberanas operada por el hecho de la adhesión a las CC.EE., las 
CC.AA., habían perdido las correspondientes competencias que previa­
mente pudieran tener, siendo en consecuencia únicamente los órganos cen­
trales del Estado los competentes para aplicar en España el Derecho
europeo11

• La segunda de las tesis en presencia, atendió a la «especialidad
del título» por el que optaron algunas CC.AA. al aprobar sus Estatutos.
En este sentido, algunos autores consideraron que la aplicación de la nor­
mativa europea correspondería únicamente a las CC.AA. que, en sus res­
pectivos Estatutos, gozasen de una previsión expresa a este respecto y, en
caso de silencio, la competencia la tendrían los órganos centrales del
Estado12

• La última de las tesis propuesta sigue el criterio del ámbito ma­
terial afectado por la normativa europea como determinante de la compe­
tencia estatal o autonómica para su aplicación, pues se considera que la
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titularidad material de la competencia lleva implícita la competencia para 
la ejecución de la normativa internacional que verse sobre las mismas ma­
terias. Es decir, que toda CC.AA., tenga o no previsión expresa para su 
ejecución, si es competente por razón de la materia, será así mismo compe-
tente para aplicar la normativa europea73

• · 

Esta polémica ha sido ya zanjada definitivamente por la jurisprudencia 
constitucional. Debe a este respecto recordarse que nuestro alto Tribunal ya 
ha afirmado que la reserva de la competencia exclusiva en materia de rela­
ciones internacionales a favor de los órganos centrales del Estado es una cues­
tión distinta «de los procedimientos internos de ejecución» de las normas 
internacionales74

, lo que de entrada elimina la primera de las tesis doctrina­
les mencionadas. Pero más concretamente, en su sentencia 252/1988, de 20 de 
diciembre, el Tribunal Constitucional afirmó lo siguiente: 

«Son, en consecuencia, las reglas internas de delimitación com­
petencia! las que en todo caso han de fundamentar la respuesta a los 
conflictos de competencia planteados entre el Estado y las Comuni­
dades Autónomas, las cuales, por esta misma razón, tampoco podrán 
considerar ampliado su propio ámbito competencia! en virtud de una 
conexión internacional. Las normas estatutarias que, como la recogi­
da en el artículo 27.3 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, prevén 
que la Comunidad Autónoma adoptará las medidas necesarias para 
la ejecución de los Tratados internacionales en lo que afectan a mate­
rias atribuidas a su competencia, no son, como resulta evidente, nor­
mas atributivas de una competencia nueva, distinta de las que en vir­

tud de otros preceptos ya ostenta la Generalidad»75
• 

En definitiva, la tesis que sigue el criterio material de la distribución 
competencia! entre el Estado y las CC.AA., considerando implícita la com­
petencia ejecutiva de la normativa europea, fue la asumida desde el princi­
pio por el Gobierno de la Nación, y tanto el proyecto de diciembre de 1985 
(cláusulas 1, 2 y 6), como el de abril de 1986 (cláusulas 1 y 2), consideran 

que «el desarrollo normativo y la ejecución de las disposiciones de Dere­
cho comunitario en el ámbito interno se llevará a cabo por el Estado y 
por las Comunidades Autónomas en función de la ordenación material de 
competencias establecida por el bloque de constitucionalidad y con el va­
lor y alcance recogido en el mismo». En consecuencia, ya no plantea nin­
gún interrogante el afirmar que todas las CC.AA. podrán, si tienen la com­
petencia material, ejecutar la normativa europea76

• 



La proyectada cooperación entre el Gobierno de la Nación y las CCAA. 189 

b) Garantías de ejecución del Derecho comunitario por las Comunidades
Autónomas

Correlativamente al respeto o indiferencia del Derecho Internacional 
hacia la organización interna de los Estados, un principio bien asentado 
en este ordenamiento jurídico atribuye al Estado el comportamiento de to­
dos sus órganos. Concretando este principio en relación con los entes terri­
toriales inferiores al Estado, el art. 7-1 del Proyecto de artículos sobre la 
responsabilidad internacional de los Estados afirma que «se considerará 
también hecho del Estado según el derecho internacional el comporta­
miento de un órgano de una entidad pública territorial de ese Estado»77

• 

Principio que ha sido reíteradamente recogido por la jurisprudencia del Tri­
bunal de Justicia de las CC.EE. 78 y que ha aparecido igualmente en la de 
nuestro Tribunal Constitucional79

• 

Es precisamente el recelo a que una acción o inacción de una CC.AA. 
pueda provocar la responsabilidad internacional del Estado español, lo que 
hizo aflorar temores por parte de las instancias centrales del Estado espa­
ñol en esta materia. Quizás se olvidó demasiado pronto las distintas garan­
tías que, sin agotar todas las posibles, se recogen a este respecto en nuestro 
texto constitucional. 

El inciso final del art. 93 de nuestra Carta magna contiene una dispo­
sición fundamental a este respecto, toda vez que el mismo dispone que co­
rresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los casos, la garan­
tía del cumplimiento del Derecho comunitario europeo. Aunque no se 
mencione expresamente, es obvio que no por ello se excluye la acción que 
a este respecto puedan desempeñar los órganos jurisdiccionales españoles. 
Debe señalarse además que, ni en la Constitución, ni en los diversos Esta­
tutos de Autonomía, ni en la Ley Orgánica de autorización del Tratado de 
Adhesión, se han previsto garantías específicas por parte de la administra­
ción central de la aplicación autonómica de la normativa europea. 

En estas circunstancias, y dado que el Tribunal Constitucional ha afir­
mado la vigencia de la distribución material de competencias para la apli­
cación de la normativa europea, las garantías previstas a este respecto de­
ben ser tenidas en cuenta en este tema concreto. 

En este sentido, debe recordarse en primer lugar que, de acuerdo con 
el art. 149.3 CE. el derecho estatal, tanto el emanado del legislativo como 
del ejecutivo80 tendrán siempre eficacia supletoria respecto del autonómi­
co. Esta garantía, que corresponde tanto a las Cortes Generales como al 



190 Valentín Bou Franch 

Gobierno, presupone para su aplicación la necesaria existencia de una nor­
mativa adoptada por los órganos centrales del Estado y la correspondiente 
laguna en el Derecho autonómico, sin que pueda jugar en los casos de apli­
cación incorrecta de la normativa europea por parte de las instancias auto­
nómicas. Esto último supondría la capacidad de juzgar la idoneidad de las 
normas desarrolladoras del Derecho europeo, en la que el monopolio del 
Tribunal de Justicia de las CC.EE. excluye obviamente toda potestad simi­
lar de los órganos centrales del Estado81

• 

Respecto de las medidas de garantía exclusivamente gubernamental, 
ni el control administrativo que supone el dictamen preceptivo del Consejo 
de Estado82

, ni las medidas de cumplimiento forzoso previstas en el 

art. 155 CE., suponen medios adecuados para controlar la correcta aplica­
ción del Derecho europeo por parte autonómica. En el primer caso, porque 
el dictamen del Consejo es un trámite preceptivo pero no vinculante y, en 
el segundo supuesto, porque aparte de no garantizar el debido cumplimien­
to en el tiempo correcto, es un mecanismo excepcional que únicamente po­

drá aplicarse en los casos en los que el incumplimiento autonómico del De­
recho europeo «atente gravemente al interés general de España». 
Obviamente, aparte de no poder aplicarse en todos los supuestos de incum­
plimiento autonómico, el recurso al mismo suscita graves interrogantes po­
líticos y jurídicos que conviene evitar en la medida de lo posible. 

las Cortes Generales tampoco gozan de medidas de garantía adecua­
das, toda vez que la posibilidad de dictar leyes de armonización conforme 
al art. 150.3 CE., además de su carácter excepcional, cuenta con importan­
tes restricciones introducidas por la jurisprudencia constitucional en este 
ámbito83

• 

El Tribunal Constitucional puede desempeñar un gran papel a este 
respecto, y si bien la técnica del recurso de inconstitucionalidad parece de 
difícil aplicación en estos casos, no puede decirse lo mismo de los conflictos 
de competencias, sobre todo por la suspensión cautelar automática de la 
norma autonómica impugnada. No obstante, tampoco se trata de una ga­
rantía «definitiva»84

, agravándose por el hecho de ser un mecanismo de 
control reparador y no preventivo, así como por representar una carga adi­
cional para un órgano jurisdiccional ya bastante agobiado en su trabajo. 

Una última garantía, aunque también de carácter limitado, está repre­
sentada por el recurso a la jurisdicción contencioso-administrativa. No 
obstante, su constricción a las disposiciones autonómicas de carácter admi­
nistrativo, su difícil aplicación en los casos de inacción autonómica y, en 
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definitiva, su dependencia de que se evacúe o no la correspondiente cues­
tión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de las CC.EE., merman en gran 
medida su eficacia real85 • 

En estas circunstancias, la falta de medios de garantía idóneos hizo 
reclamar a la doctrina la necesaria adopción de otros procedimientos de 
cooperación entre los órganos centrales del Estado y las CC.AA. ,  sobre 

todo de carácter preventivo86
• Es precisamente en este marco en el que 

hay que encuadrar la acción prevista en los proyectos de convenio de 1985 

y de 1986. Ambos proyectos parten de reconocer al Gobierno de la Nación 
la función de «garantizar el cumplimiento y ejecución de las obligaciones 
del Estado español ante las Comunidades Europeas mediante los instru­

mentos que la propia Constitución establece»87
• Pero junto a ellos, se in­

trodujeron otros mecanismos de carácter preventivo. En este sentido, el 
proyecto de diciembre de 1985 estableció el deber, tanto del Gobierno de 
la Nación como de las CC.AA., de informarse «recíprocamente sobre los 

anteproyectos que preparen», así como de «prestarse la colaboración y el 
apoyo precisos para el adecuado cumplimiento de sus respectivas obligacio­
nes» (cláusula 4); preveía la convocatoria de conferencias sectoriales para 

«facilitar la adopción de criterios comunes y evitar contradicciones entre 
la regulación estatal y las autonómicas que desarrollen disposiciones comu­
nitarias» (cláusula 5); y se pactaba un compromiso por parte de ambos «a 
profundizar tanto como sea preciso la vía política del diálogo y colabora­
ción con carácter previo al ejercicio de las facultades que la Constitución 

y los Estatutos de Autonomía les atribuyen» (cláusula 7). Por su parte, el 
proyecto de abril de 1986, mucho más escuetamente, disponía que ambas 
administraciones «se mantendrán puntual y recíprocamente informados de 
sus actividades en este ámbito, prestándose la colaboración y el apoyo pre­
cisos para el adecuado cumplimiento de sus obligaciones respectivas y utili­

zando al máximo los instrumentos de cooperación ya existentes, así como 
los que se constituyan al amparo del presente Convenio» (cláusula 3), refe­
rencia que se debe entender hecha al organismo de coordinación para 
asuntos relacionados con las CC.EE. 

IV. CONCLUSIONES

Actualmente no existe ningún marco institucionalizado de colabora­
ción entre los órganos centrales del Estado y las CC.AA. para la elabora-
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ción y aplicación del Derecho comunitario europeo. Debe reconocerse al 
Gobierno Central el mérito de haber tomado la iniciativa en la creación 
del mismo. Ante el temor de que cundiera el desorden interno en este ámbi­
to tan específico de la acción exterior del Estado español, el Gobierno pre­
sentó sendos proyectos de convenios de colaboración entre el Gobierno de 
la Nación y las CC.AA. Sin embargo, por razones no explicadas ni com­

prensibles, se ha frenado la tramitación de estos proyectos de colaboración, 
que llevan ya casi cuatro años perdidos en el Ministerio para las Adminis­
traciones Públicas, esperando que les llegue su hora de ver de nuevo la luz 
pública. 

La ausencia de un organismo permanente de diálogo entre las admi­
nistraciones central y autonómicas para los asuntos relacionados con las 
CC.EE., está teniendo muy diferentes consecuencias en los procedimientos
internos españoles de elaboración y de aplicación del Derecho comunitario
europeo.

En la etapa ascendente o de normación del Derecho europeo, la falta 
de un marco institucionalizado de colaboración ha producido una auténti­
ca ruptura del equilibrio constitucional de distribución de competencias en 
perjuicio de las CC.AA., que han visto mermados sus Estatutos de Auto­
nomía en nombre de la integración europea, mucho más allá de lo que la 
misma exige. En este sentido, el frenazo gubernamental a dichas iniciativas 
no ha dejado de provocar pocas insatisfacciones en las instancias autonó­
micas. No pudiendo extrañar, en consecuencia, que la iniciativa guberna­
mental se intente progresivamente suplir por la autonómica. La proposi­
ción de Ley de reforma del Estatuto de Autonomía de las Cortes de Castilla 

y León, elevada a las Cortes Generales, en la que se establece que: «La 
Comunidad Autónoma . .. participará en la preparación de la posición del 
Estado que deba ser defendida por los representantes del Gobierno nacio­
nal en las instituciones de la Comunidad Europea, en el marco que esta­
blezca la legislación estatal»88

, no deja de ser un ejemplo, entre otros, de 
la aspiración de las CC.AA. en este sentido, así como de la necesidad, cada 
vez más urgente, de institucionalizar esta participación. 

Por su parte, en la etapa de aplicación del Derecho comunitario euro­
peo, la jurisprudencia constitucional ha asegurado ya la inalterabilidad del 
reparto competencia! entre los órganos centrales del Estado y los autonó­
micos. Por lo tanto, la inexistencia de instituciones permanentes de colabo­
ración tiene, en este aspecto, consecuencias mucho menores. No obstante, 
y sobre todo en relación con los mecanismos de control preventivos de la 
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aplicación autonómica de la normativa europea, no deja de ser convenien­
te igualmente la aspiración a una colaboración más permanente. 

A este respecto, no estaría de más que desaparecieran de una vez los 
temores hacia una responsabilidad internacional del Estado español por 
consecuencia de la acción o inacción de las CC.EE. Los pocos años que 
España es Estado miembro de las CC.EE. demuestran que las CC.AA. 
cumplen, casi se podría decir, mejor, el Derecho europeo que la propia ad­
ministración central. En este breve lapso de tiempo no ha habido ninguna 
sentencia, ni procedimiento en curso, contra el Estado español como con­
secuencia de la no aplicación o aplicación incorrecta por parte autonómica 
de la normativa europea. Lo que no se puede predicar igualmente respecto 
de la actuación de los órganos centrales del Estado español. Esta tendencia 
se puede observar así mismo, a un nivel más amplio, en toda la jurispruden­
cia del Tribunal de Justicia de las CC.EE., pues las sentencias contra algún 
Estado miembro como consecuencia de la actuación, o la falta de élla, de 
las «regiones» constituyen un porcentaje muy reducido de la jurispruden­
cia de este Tribunal europeo. Sirvan pues estas breves reflexiones para faci­
litar la creación de un mecanismo que dé un mayor protagonismo a las 
CC.AA. en temas europeos.

Valencia, enero de 1990 
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op. cit., p. 223. 

26 DíEz MORENO, F. (1986), Repercusiones del ingreso de España en las Co­
munidades Europeas para las Comunidades Autónomas, Noticias CEE, 12, p. 33. 

En el mismo sentido se pronuncia MuÑoz MACHADO, S. (1986), op. cit., p. 28 y 82. 
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TADO, F. (1984), op. cit., p. 1705 y ss.; CARDONA LWRÉNS, J. (1984), Las repercusio­
nes sobre el Estatuto de Autonomía. En: Generalitat Valenciana (ed.), Llibre blanc 
sobre la repercussió a la Comunitat Valenciana de l'adhesió d'Espanya a la Comu­
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54 GoNZÁLEZ SANcHEz, E. (1984), Participación de España en las instituciones co­

munitarias, en el procedimiento de decisión comunitario y en los mecanismos de la «coope­
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74 Vide supra, nota 31.

75 STC 252/1988, de 20 de diciembre, FJ 2, BJC 1989-93, p. 154.

76 A mayor abundamiento, véase la respuesta que a este respecto dio el Ministro Sr. Al­
munia Amann en el Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Comisión Mixta para 
las Comunidades Europeas, año 1987, nº 58 -sesión informativa de 3 de febrero de 1987-, 
p. 2297.

77 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1980, vol. 11, Segunda Parte,
p. 30. 

78 En su Sentencia de 5 de marzo de 1970, Comisión c. Bélgica, asunto 77/69, Recueil, 
1970, p. 967, el Tribunal de Justicia afirmó: «la responsabilidad de un Estado miembro ( ... ) 
está comprometida, cualquiera que sea el órgano del Estado cuya acción o inacción haya 

originado el incumplimiento, incluso si se trata de una institución constitucionalmente inde­
pendiente». Vrde igualmente las referencias jurisprudenciales recogidas en CARDONA LIDRÉNS, 
J. (1986), op. cit., p. 29-30.

79 STC 252/1988, de 20 de diciembre, FJ 4 y STC 137/1989, de 20 de julio, FJ 5.

80 Debemos señalar que en este trabajo hemos prescindido deliberadamente de anali­
zar en qué casos corresponderá al poder ejecutivo, y en cuáles al legislativo, la aplicación 
de la normativa europea. Aunque este interrogante se plantea tanto en la administración cen­
tral como en las autonómicas, el mismo no atañe a la necesaria colaboración entre ambas 
de cara a la elaboración y aplicación del Derecho comunitario europeo. No obstante, sobre 
este particular puede verse el excelente análisis de Jusrn Rmz, J. (1989), op. cit., p. 280-287. 

81 RODRÍGUEZ IGLESIAS, G.C. (1984), op. cit., p. 238-239. 

82 Según los arts. 21.2, 22.2 y 23 de la Ley Orgánica del Consejo de Estado de 22 de 
abril de 1980, las CC.AA. deberán consultar al Consejo de Estado sobre los anteproyectos 
de leyes o disposiciones reglamentarias que hayan de dictarse en «ejecución ,  cumplimiento 
o desarrollo» de normas internacionales, o cuando surjan dudas, discrepancias o problemas
en la aplicación de las mismas.

83 Sentencia 76/1983, de 5 de agosto (B.O.E. de 18 de agosto). 

84 GARZON CLARIANA, G. et al. (1986), op. cit., p. 247 ha señalado que la suspensión 
cautelar de una disposición autonómica presuntamente incompatible con las obligaciones co­
munitarias no produce por sí sola el cumplimiento de la regla comunitaria contrariada ni 
es aplicable en el caso de absoluta inactividad de la Comunidad Autónoma. Tampoco, obvia­
mente, en los supuestos de conflictos de competencia de carácter negativo. 



La proyectada cooperación entre el Gobierno de la Nación y las CCAA. 205 

85 /bid., p. 237. 

86 RODRÍGUEZ IGLESIAS, G.C. (1984), op. cit., p. 234-235. 

87 Cláusula 8 del proyecto de diciembre de 1985 y cláusula 1 del proyecto de abril 

de 1986. En este sentido, la cláusula 3 del primer proyecto, que establecía el carácter supleto­
rio del Derecho estatal, resultaba totalmente innecesaria en virtud del art. 149'3 CE. 

88 Boletín de las Cortes de Castilla y León de 8 de julio de 1988. 




